	Fecha
	26 de julio de 1971
	Sesión número
	42

	Motivo: Amparo

	Recurrente: HÉCTOR GARITA RAMÍREZ

	Recurrido: DIRECTOR DE LA GUARDIA CIVIL

	Objeto del recurso: Alega el recurrente que nunca ha tenido delito ni falta alguna.  Que debido a su edad eligió como trabajo el de guarda nocturno en ECASA (Ensambladora Centroamericana S.A.) en donde cumplió 9 meses de labores; empresa que solicitó permiso de portación de armas para él a la Dirección General de la Guardia Civil del Ministerio de Seguridad Pública, que lo denegó sin ninguna razón justificada - aparentemente obedece a que antiguamente tuvo ideas socialistas - y se le colocó en situación de despido y en imposibilidad de continuar laborando. Alega violación de los artículos 33, 38, 56 de la Constitución Política.

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que es obligación del Poder Ejecutivo velar por la seguridad de la Nación, y para ello el artículo 140 de la Constitución Política lo autoriza para tomar todas las providencias necesarias para hacer efectivo dicho mandato.  Que realizado el estudio correspondiente sobre antecedentes del recurrente, se pudo constatar que mantiene ideas políticas que, por la naturaleza de las mismas, son contrarias al régimen democrático que rige en nuestro país, por lo que no se consideró conveniente para efectos de seguridad nacional, conceder el permiso solicitado.  

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar el recurso con el voto de los señores Magistrados Baudrit, Quirós, Fernández, Blanco, Sanabria, Jugo, Valverde, Trejos, Porter y Benavides. No puede estimarse que exista arbitrariedad en el presente caso en que la autoridad pública ejercitó funciones discrecionales y preventivas destinadas a mantener el orden social.  Los Magistrados Coto, Retana, Jacobo, Vallejo, Cervantes, Bejarano y Odio votaron por declarar con lugar el recurso.


N° 42
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las trece horas treinta minutos del día veintiséis de julio de mil novecientos setenta y uno, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Quirós, Fernández, Coto, Jacobo, Retana, Jacobo, Vallejo, Cervantes, Bejarano, Sanabria, Trejos, Blanco, Valverde, Jugo, Porter y Benavides
Artículo XVI
Se entró a conocer del recurso de amparo establecido por el señor Héctor Garita Ramírez, contra el Director de la Guardia Civil en el cual alega: “Por más de veinte años laboré para la Caja Costarricense del Seguro Social en la finca la Caja sita en la Uruca.  Luego laboré en diversas construcciones, incluso en la edificación de los Tribunales de Justicia, edificio levantado en el B° González Lahmann.  Además de ser honrado trabajador, nunca he tenido delito ni falta alguna.  Debido a que siempre tuve que laborar en trabajos juros y pesados, y debido a mi edad que se acerca a los cincuenta años, elegí como trabajo el de guarda nocturno en ECASA (Ensambladora Centroamericana S.A.) en donde he cumplido nueve meses de labores.  Al hacer solicitud de permiso de portación de armas para el suscrito a la Dirección General de la Guardia, esta Dependencia del Ministerio de Seguridad Pública lo denegó y consecuentemente – planteando la empresa mencionada como requisito fundamental para mantener la relación de trabajo el mencionado permiso – se me ha colocado por parte de la Dirección General de la Guardia Civil en situación de despido y en imposibilidad de continuar laborando en el trabajo de Guarda Nocturno que he elegido por estar más acorde con mi posibilidades físicas de poder cumplir.  Tal permiso fue denegado por la Dirección antes dicha el pasado 20 de mayo del presente año y al denegarlo sin ninguna razón justificada considerando que infringe dicha dependencia y el o los que están a cargo de la misma (señores Oscar Vidal, Director; Soto del Valle como Oficial Mayor), el artículo 56 de la Constitución Política que reza: “El trabajo es un derecho del individuo y una obligación con la sociedad.  El Estado debe procurar que todos tengan ocupación honesta y útil, debidamente remunerada, e impedir que por causa de ella se establezcan condiciones que en alguna forma menoscaben la libertad o la dignidad del hombre o degraden su trabajo a la condición de simple mercancía.  El Estado garantiza el derecho de libre elección del trabajo.” Considero asimismo infringidos los artículos 38 y 33 de la Carta Magna, ya que nadie puede ser inquietado ni perseguido por la manifestación de sus opiniones ni por acto alguno que no infrinja la ley, y además, todo hombre es igual ante la Ley.  Aparentemente la denegación del permiso obedece a que antiguamente tuve ideas socialistas y la DIC y la Agencia de Seguridad que de hecho actúa en Costa Rica, posiblemente ha mal informado al respecto, lo que claramente constituye una persecución eterna de ideas con el peligro que consiguientemente trae esta clase de macartismo.  Petitoria:  Por lo expuesto, ruego a la Corte Suprema de Justicia se prevenga al Director General de la Guardia Civil y a sus subalternos que no inquieten al suscrito por las ideas que se me imputan, que se me extienda el permiso correspondiente de portación de una arma que el patrono Ecasa considera instrumetno de trabajo fundametnal para el cumplimiento de mis labores de Guarda Nocturno y doy plenas seguridades – mi trabajo siempre honrado lo atestigua – de que dicha arma no será mal usada sino que estará al servicio de los intereses de una importante empresa en funciones de dicho cargo.”

El señor Sub-Director de la Guardia Civil informó lo siguiente: “Es obligación del Poder Ejecutivo velar por la seguridad de la Nación, sus Instituciones y demás personas que en ella moran.  Para el cumplimiento de estas obligaciones establecidas en el artículo 140 de la Constitución Política, la propia Carta Magna lo autoriza para tomar todas las providencias necesarias para poder hacer efectivo dicho mandato Constitucional.  Así las cosas, y realizado el estudio correspondiente sobre antecedentes del señor Garita Ramírez, como es costumbre en el caso que nos ocupa, se pudo constatar, y esto lo acepta el propio señor Garita Ramírez, en su recurso, que dicho solicitante mantiene ideas políticas que, por la naturaleza de las mismas, son contrarias al régimen democrático que rige en nuestro país, por lo que no se consideró conveniente para efectos de seguridad nacional, conceder el permiso solicitado.  Por otro lado, considera esta Dirección, que en ningún momento dicha denegatoria tiene que ver en absoluto con derechos laborales protegidos por la Constitución Política y las Leyes, toda vez que dicha medida tomada es facultad discrecional de quienes ejercen el Poder Ejecutivo, y que si en forma indirecta afecta al recurrente, no es por la culpa de esta Dirección sino más bien por obras y actuaciones de él mismo, no imputables a quienes ejercen estas funciones de seguridad.”

Luego de una amplia deliberación, se dispuso declarar sin lugar el recurso con el voto de los señores Magistrados Baudrit, Quirós, Fernández, Blanco, Sanabria, Jugo, Valverde, Trejos, Porter y Benavides, con base en las siguientes razones: 1°) De acuerdo con  nuestro sistema institucional, la regla general es la de que los costarricenses no pueden estar armados.  Sólo por excepción y previo permiso otorgado por la autoridad competente, es que, en determinadas circunstancias, se permite la tenencia y portación de armas.  El Ministerio de Seguridad Pública es el único centro administrativo facultado para conceder dichas licencias, por medio de la Dirección General de la Guardia Civil. 2°) Que la protección que por vía de amparo otorgan la Constitución y las leyes a los ciudadanos, se contrae únicamente a los actos evidentemente arbitrarios o injustos dirigidos a impedir o amenazar el ejercicio de los derechos individuales.  No puede estimarse que exista tal arbitrariedad en el presente caso, en que la autoridad pública ejercitó funciones discrecionales y preventivas destinadas a mantener el orden social. 3°) No se le está impidiendo al recurrente el derecho de libre elección de trabajo, por lo que no existe la violación alegada del artículo 56 de la Constitución Política. 4°) Tampoco se ha violado el artículo 28 de la Carta Magna, ya que el quejoso no se le está inquietando ni persiguiendo por la manifestación de sus opiniones. Nótese que no se atreve a afirmar que exista tal persecución, pues se limita a decir que “aparentemente la denegación del permiso obedece a que antiguamente el demandante tuvo ideas socialistas”. 5°) No se explica en la querella, ni el Tribunal acierta a comprender, en qué puede chocar la negativa a conceder la licencia para portar armas con el principio de igualdad de todo hombre ante la ley, consagrado en el artículo 33 de nuestra Constitución.

Los Magistrados Coto, Retana, Jacobo, Vallejo, Cervantes, Bejarano y Odio votaron por declarar con lugar el recurso con base en las consideraciones que siguen:


I.- En la información respectiva se comprobó: 1°.- Que el señor Héctor Garita Ramírez trabajó como guarda nocturno en la Ensambladora Centroamericana S.A. (ECASA) del 4 d setiembre de 1970 al 2 de junio de 1971, fecha ésta en que fue despedido; 2°.- que el gerente de la citada sociedad solicitó a la Dirección General de la Guardia Civil permiso de portación de armas para los guardas de la empresa, que son varios, permiso que fue concedido a todos a excepción del señor Garita, para quien se denegó; 3°.-  que el motivo por el cual no se concedió el citado permiso es el de que el señor Garita ha tenido ideas socialistas, que la Dirección General de la Guardia Civil calificó como “contrarias al régimen democrático que rige en nuestro país, por lo que no se consideró conveniente para efectos de seguridad nacional, conceder el permiso solicitado”; 4°.- que para seguridad de los guardas y de la empresa, ésta exige el uso de arma de fuego debidamente inscrita y que los guardas que la utilicen estén autorizados por la Dirección de la Guardia Civil para portar armas de fuego; 5°.-  que el arma que usan los guardas es propiedad de la empresa, debidamente inscrita a nombre de ésta, y es usada por ellos únicamente dentro de las instalaciones de la empresas; al terminar la jornada de trabajo los guardas deben entregar el arma en la gerencia e informar de la utilización de la misma así como recortar los cartuchos utilizados; 6°.- que como la empresa exige que los guardas permanezcan armados en horas de la noche para cuidar de sus intereses, al no ser concedido el permiso de portación de armas para el señor Garita la empresa lo despidió el 2 de junio último, habiéndole pagado la suma de dos mil cuarenta y cuatro colones cincuenta y cinco céntimos que corresponde a su liquidación total, incluyendo preaviso y cesantía; y, 7°.- que en el Registro Judicial de Delincuentes no existen juzgamientos contra el señor Garita.

II.-  La regla general es la de que los costarricenses no pueden estar armados.  Solo por excepción y previo permiso otorgado por la autoridad competente es que, en ciertos casos se permite la tenencia y portación de armas, conforme aparece regulado en la siguientes normas:   Ley de Armas Prohibidas, N° 12 de 5 de mayo de 1881, Ley N° 32 de 4 de junio de 1925 sobre portación de armas prohibidas, Ley N° 40 de 15 de enero de 1926 sobre fabricación, introducción y venta de armas, Decreto Ley N° 367 de 4 de febrero de 1949 sobre elaboración, custodia, tenencia de armas de fuego, sustancias y materiales explosivos, etc., Ley N° 2790 de 20 de julio de 1961, denominada Ley de Conservación de la Fauna Silvestre, Capítulo V sobre armas de cacería, Artículos 152 a 155 del Código de Policía sobre armas y materias explosivas, Decreto Ejecutivo N° 7 de 9 de julio de 1936 que es el Reglamento de las leyes de los años 1925 y 1926 antes citadas, Acuerdo Ejecutivo N° 6 de 10 de enero de 1956 que es Reglamento para Extensión de permisos de Portación de Armas, y Decreto Ejecutivo N° 1 de 3 de abril de 1956 que es Reglamento para la Importación de Armas de Fuego y su Venta en el País.  De todas esas disposiciones reglamentarias y legales resulta; 1°.- Que los permisos de portación de armas de fuego los extiende actualmente la Dirección General de la Guardia Civil; 2°.- que pueden portar armas las personas que transiten por parajes, veredas o caminos solitarios, y donde, por razón de lo apartado de tales lugares de los centros de población, la vida de los viajeros pueda correr algún evidente peligro; 3°.- que también pueden portar armas las personas de profesión u oficio para actos propios del que tengan; y 4°.-  que no pueden poseer armas las personas que no sean de buena conducta y que hayan sido condenadas por delitos, cuasidelitos o faltas.

III.-  En el caso concreto debe observarse que el permiso de portación de arma no lo solicitó directamente el señor Garita, de manera que no existe la posibilidad de que él pueda andar con el arma en cualquier parte, pues el permiso lo solicitó la compañía para la que él trabajaba, y para que usara el arma como guarda únicamente dentro de las instalaciones de la empresa, con el directo control de ésta puesto que, al terminar la jornada de trabajo los guardas deben devolver el arma a la gerencia, ya que es propiedad de la compañía, e informar de la utilización del arma y de los cartuchos respectivos.  Se está en presencia entonces de una portación de arma sumamente restringida, bajo el control directo de la empresa, en razón del oficio de guarda del señor Garita y en tanto trabaje como tal en la referida compañía.- Luego no se ha alegado ni demostrado que el señor Garita sea de mala conducta, razón por la cual debe tenérsele como de buena conducta, máxime que no ha sido juzgado por delitos, cuasidelitos o faltas.-  Dadas las circunstancias del caso concreto debe concluirse entonces en que el señor Garita se encuentra en uno de los casos de excepción previstos por las disposiciones legales y reglamentarias vigentes, para que se le otorgue el permiso de portación de arma de fuego en tanto sea guarda de la empresa, exclusivamente para la vigilancia de ésta, y dentro de sus instalaciones.  Y si bien es cierto que de acuerdo con el artículo 140 inciso 6) de la Constitución Política, son deberes y atribuciones del Poder Ejecutivo mantener el orden y la tranquilidad de la Nación, y tomar las providencias necesarias para el resguardo de las libertades públicas, dada la finalidad, lugar y control del uso de dicha única arma por el señor Garita, como la calidad de la misma, no se ve como con ella se pueda atentar contra la seguridad de la Nación.  La denegatoria del permiso en cambio le causa perjuicio al recurrente, pues le impide realizar su oficio de guarda, perjuicio que ya se le ocasionó al ser despedido por la empresa y que no elimina en modo alguno el hecho de que se le hayan pagado las prestaciones laborales, pues siempre se verá impedido para trabajar en el oficio de guarda al que venía dedicándose últimamente.  Por esta razón, aun cuando en la actualidad el señor Garita no trabaja con la empresa ECASA, es que se considera que se mantiene el interés jurídico para el pronunciamiento de fondo de este recurso.  Resulta así que con la denegatoria del permiso de portación de arma para el señor Garita se ha violado el artículo 56 de la Constitución Política, en cuanto dispone que el trabajo es un derecho del individuo y una obligación para con la sociedad, que el Estado garantiza el derecho de libre elección del trabajo, y que debe procurar que todos tengan ocupación honesta y útil, debidamente remunerada, e impedir que por causa de ella se establezcan condiciones que en alguna forma menoscaben la libertad o la dignidad del hombres. Lo anterior es suficiente para la procedencia del recurso, sin que sea necesario analizar si hubo o no quebranto de las otras normas constitucionales que se acusan como violadas.

IV.- Como el permiso de portación de arma para el señor Garita se solicitó para su oficio de guarda en la empresa ECASA y él ya no trabaja allí en virtud del despido que se le hizo, la procedencia del recurso consiste en este caso en la prevención prevista en los artículo 15, párrafo 2° y 19 de la Ley de Amparo N° 1161 de 2 de junio de 1950. 

